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Resumen 

 
Para sorpresa de la opinión en Colombia, la mafia en el sentido de la definición 
tradicional de ‘empresarios de la protección’, asociada a la imagen de los mafiosos 
sicilianos, rusos o los japoneses de la yakuza, es un fenómeno muy reciente en la 
historia de las ciudades del país. Más de una década posterior al apogeo de Pablo 
Escobar y el Cartel de Medellín. Su principal objetivo es el logro del monopolio de la 
coerción y la protección de una serie de actividades susceptibles al control del 
crimen organizado como los mercados de abastos, la extorsión, el narcotráfico, y 
como logro de un nivel superior, la apropiación del poder político en las ciudades. El 
siguiente documento es una descripción de lo que ha sido el proceso evolutivo de la 
mafia en Colombia, de carteles de narcotraficantes a redes de crimen organizado 
que basan su mayor o menor grado de poder en la capacidad de regular 
violentamente una serie de transacciones de alto valor estratégico en las ciudades. 
La tesis central del documento es que la irrupción masiva de redes mafiosas en las 
ciudades sólo ha sido posible por el apoyo logístico, militar y financiero recibido por 
los jefes de las autodefensas desde el campo. 

Las consecuencias de la infiltración urbana de la mafia rebasan el tema de la 
crisis de seguridad y se enmarcan en transformaciones estructurales del Estado. 
Tras los intereses de una nueva élite de señores de la guerra está la tensión entre 
fuerzas urbanas que pretenden construir una sociedad regida por principios 
democráticos con un capitalismo moderno versus fuerzas rurales que quieren 
dispersar el poder del Estado para construir gobiernos regionales basados en la 
inmunidad de empresas criminales. En el nuevo contexto de la disputa por la 
configuración del Estado, la connotación de lo del campo deja de estar vinculada a la 
imagen tradicional de economías y sociedades campesinas. Ahora se trata de las 
áreas de influencia de municipios e incluso ciudades intermedias que de la mano de 
su historia rural han experimentado procesos de urbanización y terciarización de la 
economía, en gran parte gracias a los excedentes del narcotráfico. 
 
Palabras clave: crimen organizado, construcción de Estado, violencia, relaciones 
intragubernamentales, Colombia. 
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FROM THE COUNTRYSIDE TO THE CITIES IN COLOMBIA. 
THE URBAN INFILTRATION OF WARLORDS. 

 
Abstract 

 
To the astonishment of Colombian opinion, mafia in the traditional sense of 
‘entrepreneurs of protection’, associated to the Sicilian, Russian or Japanese Yakuza 
mafia, is a very recent phenomena in Colombia’s cities, and is more than a decade 
subsequent to Pablo Escobar and the Medellin Cartel. The main objective of the 
Colombian mafia is to achieve the monopoly over a set of activities that are 
susceptible to the control of organised crime, such as wholesale food markets, 
racketeering, drug trafficking and, as a superior goal, the appropriation of political 
power in the cities. This paper describes the evolution of the Colombian mafia, from 
drug-smuggling cartels to networks of organised crime that base their power on their 
capacity to regulate a set of high-value strategic transactions in the cities. The 
document’s central thesis is that the irruption of mafia networks in cities has only 
been possible because of logistic, military and economic support received by 
paramilitary bosses from the countryside. 

The consequences of urban mafias exceed the issues linked to the security 
crisis and reach a level of structural transformations of the State. The interests of the 
new warlord elite reflect the existing tension between urban forces that aim to build a 
society ruled by democratic principles and modern capitalism, versus rural forces that 
want to disperse the State’s power in order to build regional governments based on 
criminal project immunity. In the new context of confrontation for the configuration of 
the State, the connotation of from the countryside is no longer related to the 
traditional view of peasant-like societies and economies. The countryside is now a 
notion of areas of influence for municipalities, and even small cities, that have 
experienced processes of urbanization and economic diversification towards the 
tertiary sector, to a great extent attributed to revenues from drug trafficking. 

 
Key words: organised crime, state building, violence, intra-governmental 
relationships, Colombia. 
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DEL CAMPO A LA CIUDAD EN COLOMBIA.  
LA INFILTRACIÓN URBANA DE LOS SEÑORES DE LA GUERRA. 

 
 

 
En los municipios de Colombia donde ejercen su dominio, los jefes de las 
autodefensas son los dueños absolutos del Estado. Regulan y extraen tributos a las 
transacciones económicas, amenazan y protegen a las comunidades, moldean la 
justicia y el orden político de acuerdo a su conveniencia, y poseen el control, y por 
consiguiente las mayores ganancias, del tráfico de drogas. Durante más de una 
década la expansión geográfica de estos ejércitos de señores de la guerra ha ido en 
ascenso, hasta llegar a convertirse en parte importante de la estructura de poder 
político en las zonas semiurbanas y rurales del país. 

Sin embargo, existe un fenómeno que no es tan perceptible pero que al igual 
que las estructuras de poder político impuestas por los señores de la guerra marcará 
la historia de Colombia durante los próximos años. Se trata de la infiltración de redes 
mafiosas desde las zonas semiurbanas y rurales de las autodefensas hacia las 
ciudades más grandes de Colombia. Si en los ochenta las mafias de las ciudades 
centraban sus actividades en asociaciones y disputas para traficar drogas, las 
actuales mafias urbanas tienen un modo de operar más parecido a las mafias 
tradicionales. Su principal objetivo es el logro del monopolio de la coerción y la 
protección de una serie de actividades susceptibles al control del crimen organizado 
como los mercados de abastos, los Sanandresitos,2 la extorsión a los pequeños 
comerciantes, el sicariato, el narcotráfico, el contrabando, y como logro de un nivel 
superior, la apropiación del poder político en las ciudades. La infiltración de los 
cargos de elección popular (alcaldías y concejos) genera enormes ganancias 
producto de la corrupción en la contratación pública, la impunidad frente a las 
instituciones del Estado y la capacidad de crear una red clientelista propia. 

Paradójicamente, es la debilidad económica de la clase política tradicional una 
de las principales causas de la infiltración de las redes mafiosas en las ciudades. 
Bajo un grado mínimo de modernización del sistema económico de una ciudad y de 
un tamaño de población con acceso a servicios del Estado sin necesidad de 
mediación clientelista, la mayor riqueza de los políticos locales para financiar una 
campaña electoral incidirá en un menor riesgo de infiltración mafiosa en el gobierno.  

El siguiente documento es una descripción de lo que ha sido el proceso 
evolutivo de la mafia en Colombia, de carteles de narcotraficantes a redes de crimen 
organizado que basan su mayor o menor grado de poder en la capacidad de ejercer 
coerción y protección sobre una serie de transacciones económicas, políticas y 
sociales de alto valor estratégico en las ciudades. La tesis central del documento es 
que la irrupción masiva de redes mafiosas en las ciudades sólo ha sido posible por el 
apoyo logístico, militar y financiero recibido por los grupos de autodefensa desde el 

                                                           
2 Los Sanandresitos son centros comerciales donde se ofrece mercancía de contrabando. En teoría 
violan las leyes por evadir impuestos y traficar con mercancías, pero en la práctica existe toda una 
tolerancia legal por parte de las autoridades y cultural por parte de los consumidores que a pesar de 
estar al tanto del carácter ilegal de los negocios compran los bienes que se ofrecen. 
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campo. Los señores de la guerra son los verdaderos ‘jefes a la sombra’ de las redes, 
quienes transformaron la visión de las mafias de contrabandistas de drogas a 
‘empresarios de la protección’.  

Las consecuencias de la infiltración urbana de la mafia rebasan el tema de la 
crisis de seguridad y se enmarcan en transformaciones estructurales del Estado. 
Tras los intereses de una nueva élite de señores de la guerra está la tensión entre 
fuerzas urbanas que pretenden construir una sociedad regida por principios 
democráticos con un capitalismo moderno versus fuerzas rurales que quieren 
dispersar el poder del Estado para construir gobiernos regionales basados en la 
inmunidad de empresas criminales. En el nuevo contexto de la disputa por la 
configuración del Estado, la connotación de lo rural o del campo deja de estar 
vinculada a la imagen tradicional de zonas agrestes bajo el orden de economías y 
sociedades campesinas. Ahora se trata de las áreas de influencia de municipios e 
incluso ciudades intermedias que de la mano de su historia rural han experimentado 
procesos de urbanización, terciarización de la economía e integración con otras 
regiones, en gran parte gracias a los excedentes que el narcotráfico le provee a 
estas sociedades. 

Pero la interpretación del fenómeno de los señores de la guerra en Colombia 
es incompleta si se mira como un simple efecto del narcotráfico. Existe un 
antecedente histórico anterior a los traficantes de cocaína de los años ochenta, que 
se remonta a la aparición de facciones de pájaros,3 bandoleros y guerrilleros que se 
independizaron de la ascendencia de los líderes de los partidos políticos desde 
finales del período de la Violencia. Por lo tanto su descripción implica retroceder 
hasta los primeros años de la década del cincuenta, cuando las élites urbanas 
disiparon la violencia de unas bases rurales que se habían salido de su control, pero 
que cuatro décadas más tarde con la explosión del narcotráfico y el fin de la guerra 
fría evolucionarían en señores de la guerra, capaces de incidir en la configuración 
nacional del Estado. Otro antecedente importante se encuentra en el proceso de 
globalización. La evolución hacia señores de la guerra y redes mafiosas no se trata 
de un fenómeno exclusivo de Colombia. El debilitamiento del Estado Nación y las 
oportunidades de lucro a través de delitos transnacionales, que caracterizan al 
momento histórico actual, ha influido en la proliferación de milicias y organizaciones 
criminales que desdibujan el poder del Estado según sus intereses. Por lo que se 
hace necesario comparar el caso colombiano dentro de un contexto de causas que 
trascienden lo local. 

El documento consta de cuatro partes. La primera describe el proceso histórico 
de formación de redes mafiosas en las ciudades. El relato se inicia con la aparición 
de los pájaros, bandoleros y guerrilleros en el final de la Violencia clásica, sigue con 
la instalación del Frente Nacional –que sometió momentáneamente la insurrección 
en el campo y ayudó a modernizar el país-, la explosión del narcotráfico, y las 
reformas políticas y económicas de la Constitución de 1991 que revertieron la 

                                                           
3 Pájaro era el término con que se hacía referencia a las bandas armadas afiliadas al partido 
conservador, que con la tolerancia de las autoridades, asesinaban y desterraban a los miembros del 
partido liberal durante el período de la Violencia. Todavía en las regiones esmeraldíferas del país se 
usa este término para señalar a los guardaespaldas de los jefes locales. 
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ascendencia que los sectores urbanos tenían sobre las élites del campo en el 
desarrollo de la estructura de poder nacional. Culmina con la irrupción de los 
señores de la guerra, una nueva clase rural de facciones armadas, que sacando 
provecho de las circunstancias históricas anteriores se instalan en el poder local y se 
proyectan al nivel nacional controlando los cuerpos legislativos e infiltrando las 
ciudades mediante redes mafiosas. Estas redes se explican como un fenómeno 
inédito en la historia de Colombia porque se trata de un proyecto verdaderamente 
mafioso, en el sentido que su propósito es el monopolio de la protección de 
determinadas transacciones.  

En la segunda parte se clasifican los niveles de infiltración de las redes 
mafiosas de acuerdo a tres categorías de actividades que son estratégicas para la 
proyección de los señores de la guerra en las ciudades: la criminalidad urbana, que 
tiene que ser eliminada o sometida a las redes para asegurar el dominio sobre la 
producción de violencia extra-estatal en la sociedad; el control mafioso de empresas 
lícitas, que provee los recursos que sostienen a la red; y el apoderamiento de las 
instituciones públicas (gobiernos, justicia y fuerzas de seguridad), que aparte de las 
ganancias por corrupción en la contratación del estado, garantiza la impunidad y la 
influencia social de las redes. Los niveles de infiltración están dados entonces por el 
grado de control que una red ejerce sobre cada una de las anteriores actividades.   

En la tercera parte se analizan los factores que explican por qué las redes 
mafiosas han logrado infiltrar diferentes niveles de criminalidad, negocios e 
instituciones en las ciudades. El argumento principal que explica la infiltración urbana 
se basa en la debilidad del Estado central, que es una manifestación recurrente en la 
historia de Colombia. También se sostiene que influyen las características 
económicas y sociales de las ciudades, la riqueza de la clase política tradicional y los 
cambios propios del proceso de globalización. Finalmente, en la cuarta parte se 
discuten algunos efectos de la estructura de poder de las redes mafiosas en la 
dinámica del Estado, como una organización que busca poseer una configuración 
del estilo de las modernas democracias liberales. Lo que abarca facetas que van 
más allá de los procedimientos democráticos (elecciones libres y periódicas), y se 
interesa por el desarrollo de una sociedad civil capaz de controlar a los gobiernos, la 
aparición de un capitalismo dinámico y moderno, el acceso universal a los servicios 
sociales y el monopolio de la violencia por parte del Estado. 
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I. DE LOS BANDOLEROS A LOS SEÑORES DE LA GUERRA Y SU 
INFILTRACIÓN EN LAS CIUDADES A TRAVÉS DE REDES MAFIOSAS. 
 
La escalada actual del conflicto en Colombia es el resultado de la transformación de 
luchas insurgentes y contra-insurgentes tradicionales en una estructura más 
compleja de violencia, donde la aparición de ejércitos paramilitares, el narcotráfico, 
los sembrados de cultivos ilícitos y la criminalidad organizada, entre otros, han 
conducido a una disminución progresiva del control del Estado sobre la mayor parte 
del territorio del país. Los orígenes del conflicto pueden trazarse a finales de los 
años cincuenta, en las postrimerías del periodo conocido como La Violencia en que 
facciones armadas identificadas con los dos partidos políticos tradicionales se 
asesinaban por el predominio en las zonas menos urbanizadas del país. El 
fanatismo de este período dejó un total de muertes que oscila entre 100.000 y 
200.000, de acuerdo a las diferentes fuentes.4 Cuando finalmente los partidos liberal 
y conservador pactaron la paz mediante la alternación en el poder y la repartición 
equitativa de la burocracia pública bajo la figura del Frente Nacional (1958-1974), 
aparecieron los primeros movimientos guerrilleros de izquierda y se consolidaron 
cuadrillas de bandoleros dedicadas al robo, extorsión, asesinato y demás violencia 
criminal en las áreas rurales.5

 
El final de La Violencia clásica y el principio de la nueva violencia. 
 
En forma paralela a la gestación de las guerrillas, el fenómeno del bandolerismo y 
los pájaros amenazó con alterar las jerarquías tradicionales en que se basaba el 
poder político en las zonas rurales (Guillén 1996). Con la influencia y el aprendizaje 
de las luchas partidistas de los años de La Violencia, numerosos campesinos 
formaron bandas o cuadrillas criminales que se dedicaron a saquear pueblos, robar 
a los comerciantes y extorsionar hacendados. En un principio, estas cuadrillas 
estaban aliadas a gamonales locales que los utilizaban para amedrentar a sus 
competidores políticos y para adquirir tierras a bajos precios, dentro del modelo de 
luchas partidistas. Sánchez y Meertens calculaban que en 1964: 
 

Había más de cien bandas activas, constituidas por grupos de campesinos armados, que 
más o menos organizadamente, y desconociendo los acuerdos de paz entre las 
directivas oficiales de los dos partidos tradicionales, prolongaron la lucha bipartidista. En 
primer lugar, con el apoyo militante o pasivo de las comunidades rurales de su misma 
identidad partidaria y, segundo, con la protección y orientación de gamonales que, 
utilizándolos para fines electorales, los empujaba a una guerra de exterminio, 

                                                           
4 Fernando Gaitán. Una Indagación sobre las Causas de la violencia en Colombia. En Malcolm Deas 
y Fernando Gaitán, Dos Ensayos Especulativos sobre la Violencia en Colombia, (1995). FONADE. 
Bogotá. Pp. 188- 190. 
5 Ramsey estimó que a finales de 1960 existían en el país 58 bandas entre criminales y  políticas, 
capaces de reunir 1383 hombres bien armados. Russel W. Ramsey, (2000) Guerrilleros y Soldados, 
Tercer Mundo Editores (2a. Ed.), Bogotá, p. 293. 
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debilitamiento o contención de sus adversarios en la estructura de poder local o 
regional.6

 
Luego, los bandoleros se independizaron del control político de las jefaturas 

partidistas locales y a través del terror impusieron su dominio en ciertas áreas 
rurales del país. Guillén (1996) sostiene que en las fases finales de la violencia la 
estructura de poder asociativa, basada en una alianza vertical entre las élites rurales, 
capataces y campesinos, que cada tanto se armaban y entraban en conflicto contra 
asociaciones similares, entró en una fase de disolución y dio paso a una nueva clase 
de poder en el campo. El sistema de lealtades verticales de los gamonales fue 
suplantado por el predominio de los guerrilleros, bandoleros y pájaros, quienes 
comenzaron a construir una estructura de poder independiente a través del robo de 
tierras, la extorsión y la usurpación del poder político. 

 
La estructura del liderazgo campesino cambió con la implantación de la violencia. Los 
líderes carismáticos de la vereda adquirieron una importancia muchas veces mayor que 
la de los líderes del ‘pueblo’ o cabecera municipal. Y debilitando de esta suerte el enlace 
con el ‘patrón’ – hacendado y con el ‘doctor’ que dirigía la lucha política desde Bogotá y 
las capitales departamentales, la nueva estructura asociativa del campesino no sólo 
resultó ya inútil a los fines elitistas de los partidos sino que se postuló como una 
amenaza aún más grave que la que había originado la violencia como un método para 
conjurar el populismo clasista urbano.7

 
Una investigación de un caso particular, el texto A sangre y fuego. La violencia 

en Antioquia, Colombia. 1946-1953 de Mary Roldan (2003), relata cómo durante el 
transcurso de La Violencia la primacía sobre el poder político evoluciona de los 
hacendados tradicionales a una nueva clase de guerreros. Para Roldan la segunda 
fase de la violencia en Antioquia (1949-53) que ocurrió en los municipios periféricos 
del departamento, es un fenómeno opuesto al de la primera fase (1946-1949) en que 
lo que se disputaba era el control de los puestos públicos por parte de la clase 
política afiliada a uno u otro partido. La violencia del segundo período estuvo 
marcada por el predominio de facciones armadas que bajo la excusa de los ideales 
liberales y conservadores, revolucionaron la estructura de derechos de propiedad de 
hacendados y colonos. La descripción que Roldan hace de los hechos sucedidos en 
el municipio del Tigre (Antioquia) ilustra el cambio en el sentido del conflicto que tuvo 
lugar con la nueva primacía de grupos armados por fuera de las alianzas políticas 
tradicionales: 

 
Lo que había empezado como una lucha por la propiedad de la tierra entre los colonos y 
propietarios había abierto el camino para que grupos armados (inicialmente financiados 
con los terratenientes con la finalidad de desalojar a los disgustados colonos que 
desafiaban su autoridad) asumieran gradualmente el control sobre la hacienda y 
actuaran por su cuenta. Los grupos de “autodefensa” sin duda desalojaron a los colonos, 
pero también provocaron ataques de la guerrilla liberal en la zona y en última instancia 

                                                           
6 Gonzalo Sánchez y Donny Meertens, (1983), Bandoleros, Gamonales y Campesinos. El Caso de la 
Violencia en Colombia, El Áncora Editores, Bogotá, Colombia. Pp.42. 
7 Fernando Guillén Martínez, (1996). El poder político en Colombia. Editorial Planeta, Colombiana 
S.A., Bogotá, Colombia. Pp -456. 
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crearon una situación de violencia tan grave que los propietarios originales no pudieron 
ni volver a tomar posesión de sus tierras ni atraer mano de obra para trabajarlas. Para 
los terratenientes locales, la lección de El Tigre era clara: habilitar a grupos armados, 
especialmente a aquellos que podían justificar sus actividades violentas mostrándose 
como aliados del gobierno departamental en una zona caracterizada por luchas por la 
propiedad y la mano de obra, era sencillamente una estrategia demasiado arriesgada 
para ellos, incluso a pesar de ser conservadores.8

 
La amenaza de insurrección de los bandoleros, guerrilleros y demás grupos 

armados por fuera del mando de los partidos fue uno de los motivos que propició la 
conciliación de las élites liberales y conservadoras del país en un acuerdo político 
conocido como el Frente Nacional, que consistía en la repartición equitativa de la 
burocracia pública entre los dos partidos. Fue en este período que Colombia 
experimentó las tasas de crecimiento económico más altas de su historia, la industria 
y el sector servicio ganaron peso sobre el total de la producción nacional, se 
construyó la base de la infraestructura vial, la población se urbanizó y en general se 
dio un proceso de modernización de la sociedad. El poder político desde las 
ciudades ganó primacía sobre las élites del campo. Los votos y la riqueza de lo 
urbano marcaron una tendencia hacia la consolidación de un Estado central con 
mayor capacidad de controlar lo que sucedía en las regiones y de definir las leyes y 
el modelo económico que configuraban la naturaleza de la sociedad. 

Las luchas partidistas en el plano regional, sin que se extinguieran del todo, 
dejaron de tener las connotaciones tan violentas y de odios tan sectarios de las 
décadas previas. Las lealtades entre los electores y los políticos profesionales se 
definían ahora por la capacidad de éstos de mediar ante el nivel central por 
inversiones en sus clientelas particulares, en esa medida el Estado ganaba 
capacidad de incidir instrumentalmente en lo local. Leal y Dávila (1990) y Archer 
(1998) identifican en este momento de la historia una evolución cualitativa en el 
clientelismo y en la naturaleza de la clase política de las regiones. Se dio el salto del 
clientelismo agrario tradicional al clientelismo de comisión. De una mediación basada 
en la subordinación a los terratenientes como fuente de trabajo, territorio y acceso al 
Estado, paulatinamente se pasó a un clientelismo más moderno, basado en un 
intercambio de votos por parte de la comunidad y de bienes funcionales por parte de 
una nueva generación de políticos profesionales. Las lealtades partidistas que 
configuraban las relaciones entre patrono y clientes fueron atenuadas por el Frente 
Nacional, lo que causó que los intercambios tomaran un auge aun más instrumental, 
donde las lealtades clientelistas estaban sujetas a la compra directa de votos, 
favores personales y a la gestión de inversiones públicas en determinados proyectos 
o servicios. Además de la votación recibida, la ganancia de los candidatos elegidos 
estaba en el porcentaje de recursos que lograban apropiarse por mediar en la 

                                                           
8 Mary Roldan, (2003). A sangre y fuego. La violencia en Antioquia,  Colombia. 1946-1953. Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia. Fundación para la Promoción de la Ciencia y la Tecnología. 
Colombia. Pp. 197-198. 
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gestión de los recursos para su clientela9, lo que permitió así mismo la expansión de 
una clase de políticos profesionales ahora capaces de autofinanciar sus campañas.  

A la estructura de organización del poder basada en el clientelismo, hay que 
sumarle la tradición de capitalismo político10 de las élites nacionales y regionales 
(Guillén 1996). La forma como la economía ha sido orientada para generar 
rentabilidad se relaciona más con la producción de riqueza a través de las 
oportunidades que ofrecen los procesos políticos, que con un capitalismo racional 
donde existen empresas que compiten en mercados con sistemas legales 
independientes y libre acceso de capitales y mano de obra. El poder político ha sido 
la herramienta clave para asegurar el éxito de las empresas económicas. Tal como 
lo describe Revéiz (1997): 

 
Muchas de las fortunas de los colombianos han surgido de la ambigüedad del Estado 
entre lo público y lo privado, de la imbricación entre lo político y lo económico. Se han 
hecho controlando el Estado y no desde la sociedad civil. El Estado como sistema de 
contratación es el núcleo central para entender la dinámica política y económica.11

 
Los gremios como los cafeteros, los industriales y los comerciantes, y luego los 

grandes conglomerados, hicieron de la negociación política de privilegios en el 
mercado la fuente de su riqueza. Desde antes del Frente Nacional la especialización 
regional en la producción de ciertos bienes, conformó una estructura geográfica y 
política donde el predominio sobre la sociedad civil se fraguó en el marco de 
decisiones favorables para las élites gremiales – regionales.   

La violencia por el poder político tuvo así un fuerte incentivo en el consecuente 
control del poder económico a escala nacional y regional. En muchos casos fue 
notoria la coacción armada por parte de los caciques políticos contra la clientela de 
sus opositores. Atehortua (1995) en su descripción del caso de Trujillo (municipio del 
Valle del Cauca), muestra que desde finales de la violencia, los jefes políticos locales 
del conservatismo usaban bandoleros y pájaros contra miembros del  mismo partido 
para consolidar su poder y alterar los resultados de las elecciones. Incluso en 
momentos ya bien entrado el Frente Nacional, las disputas al interior de la jefatura 
                                                           
9 Lo que se conoce como comisión clientelista. Ronald P. Archer, ‘The Transition from Traditional to 
Broker Clientelism in Colombia: Political Stability and Social Unrest’, Working Paper No. 146, July 
1998, Kellogg Institute for International Studies. 
10 El concepto de capitalismo político que se usa aquí está basado en las descripciones de Weber 
sobre los seis modos de la economía de acuerdo a su forma de generar rentabilidad. Los seis modos 
pertenecen a tres tipos: capitalismo racional (que se basa en la generación de empresas), capitalismo 
político (que se basa en la apropiación de riqueza a partir del poder político) y capitalismo comercial 
tradicional (que se basa en el comercio tradicional, la usura y las primeras formas de banca). El 
capitalismo político esta subdividido en tres modos: depredación sobre procesos políticos, asociados 
a la financiación de la guerra y los consiguientes botines; rentabilidad a través de la fuerza y la 
dominación de la economía; y rentabilidad proveniente de tratos inusuales con las autoridades 
políticas. El caso de Colombia muestra presencia de los tres modos de capitalismo político. El 
clientelismo tiene todos los rasgos del último modo, al tiempo que el enriquecimiento de los actores 
armados en las últimas dos décadas de conflicto está más relacionado con los dos primeros modos. 
Tomado de Richard Swedberg. Max Weber and the idea of economic sociology. Princenton University 
Press. 1998. Ver también Max Weber (1997). Economía y sociedad. Bogotá. FCE. 
11 Edgar Revéis, (1997). El Estado como mercado. FONADE. Carlos Valencia Editores. Bogotá, 
Colombia Pp-45. 
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nacional del partido conservador se tradujeron en alianzas con los bandos de 
reconocidos jefes locales de Trujillo que basaban su poder en la violencia. No era ya 
la identificación con el partido liberal o conservador lo que motivaba las luchas 
políticas en las regiones, sino que el mismo trasfondo de control del poder y de la 
economía local aparecía en la superficie como el objeto real de la razón de ser de la 
violencia.       

El fin del bandolerismo se produjo según los informes oficiales en 1965 cuando 
la Policía Nacional ejecutó una intensa ofensiva contra las cuadrillas por la presión 
política en el Congreso de terratenientes afectados por sus acciones. Pero la 
realidad mostraría que en muchas áreas del país bandoleros y pájaros seguirían 
siendo los verdaderos dueños del Estado en lo local, o al menos su influencia 
persistiría representada en el uso de la violencia criminal como mecanismo de 
regulación de transacciones sociales. El caso más relevante de la implantación de 
un Estado por parte de bandoleros puede rastrearse en las zonas esmeraldíferas de 
Boyacá, donde primero Efraín González y luego Humberto ‘el Ganso’ Ariza, ambos 
reconocidos bandoleros, harían del control territorial de las minas un laboratorio de lo 
que luego sería el modelo de dominación de los señores de la guerra en zonas de 
economía extractiva. Muchos años antes que estuvieran disponibles los cuantiosos 
recursos del narcotráfico: 

 
A Efraín González no le tenían miedo sino respeto, porque era él quien se encargaba de 
mantener el orden en la zona. […] Organizó todo eso, apaciguó la violencia bipartidista, 
cuidaba a todos los esmeralderos. […] Se reunía mucho con los comerciantes y 
esmeralderos, le preguntaban que cómo estaba la región, él les respondía que 
trabajaran tranquilos. Los esmeralderos lo patrocinaban, no habían robos cuando él 
cuidaba la zona, la gente lo quería mucho, y si se robaban algo él no permitía que el 
delito se quedara impune. Uno podía andar sin problema por toda la zona 
esmeraldífera.12

 
A pesar del modesto crecimiento de las guerrillas y de la extinción de las 

cuadrillas de bandoleros, entre el final de La Violencia y principios de los ochenta se 
gestó una parte considerable de la estructura de violencia que predominaría hasta 
ahora. Pecault en vez de describir este periodo como de verdadera paz, utiliza el 
término de violencia larvada al manifestar: “que para diversos sectores colombianos 
la política y las luchas sociales no pueden ser dirigidas por un sistema de regulación 
democrática, sino que pasan por el uso de la fuerza”.13 Gaitán (1995) corrobora con 
cifras la tesis de Pecault al mostrar cómo en las dos décadas subsiguientes a 1958, 
las tasas de homicidio permanecieron a niveles superiores a los de los años previos 
de La Violencia. 
 

                                                           
12 Jeison Cifuentes Pérez. Testimonio de guaquero sobre “La guerra verde”. Bajado de la página de 
Internet de la Universidad Central de Colombia: 
http://www.ucentral.edu.co/acn/articulos/f130904/art053.htm
13 Daniel Pecault, (2001). Guerra Contra la Sociedad. Editorial Planeta Colombiana, S.A., Pp. 27. 
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El narcotráfico. 
 
Desde la década de los setenta con la bonanza marimbera y el tráfico menor de 
cocaína y otras drogas, se formó en Colombia una nueva clase de empresarios de lo 
ilegal. Pero es a principios de los ochenta que las ganancias por tráfico de cocaína 
alcanzaron cifras sin antecedentes en las actividades delictivas del país, lo que 
representaría un quiebre histórico en la dinámica del conflicto colombiano. 

En 1987 los ingresos repatriados por narcotráfico llegaron a ser el 6.7% del PIB 
nacional (Rocha, 1999). Aunque la nueva clase de empresarios de lo criminal serían 
los principales beneficiarios de la nueva bonanza, sus repercusiones alcanzarían 
todas las esferas de la sociedad. El sector de la construcción, el comercio y los 
bancos, gozaron de cuantiosas utilidades con los nuevos inversionistas. En las 
zonas rurales los narcotraficantes compraron el 11% de los predios, lo que dio lugar 
a un fenómeno de concentración de la propiedad en el campo conocido como la 
contra-reforma agraria.14

El desafiante estilo del líder del Cartel de Medellín, Pablo Escobar, generó una 
cultura de criminalidad al armar y financiar una generación de jóvenes de los barrios 
marginales sin mayores perspectivas laborales. Las tasas de homicidio se 
incrementaron progresivamente desde 1980 y en 1991 se situaran a la vanguardia 
mundial, ¡86 asesinatos por cada cien mil habitantes! De paso, la explosión de 
delincuencia hizo colapsar el ya ineficiente sistema de justicia mediante asesinatos, 
sobornos y amenazas. Las tasas de impunidad alcanzarían niveles por encima del 
95% quince años más tarde.15 Los narcotraficantes del Cartel de Cali, los 
competidores de Escobar, hicieron uso de un perfil más discreto. Se infiltraron en la 
clase política a todos los niveles de Estado. En 1996, se comprobó que la campaña 
del entonces presidente Ernesto Samper había recibido recursos del narcotráfico. 
Aunque el presidente logró mantenerse en el poder al culpar a otros mandos de la 
campaña de lavado de activos, quedó claro que la democracia en Colombia a todas 
las escalas estaba permeada por los intereses de los ‘capos’ de la droga.  

La guerrilla supo aprovechar la llegada del narcotráfico y se independizó de la 
escasa asistencia logística de la Unión Soviética, China y Cuba. Las FARC crecieron 
a ritmos sin precedentes al negociar con los narcotraficantes la protección de los 
laboratorios de cocaína. El ELN literalmente resucitó al extorsionar los hallazgos 
petroleros en Arauca y carboníferos en Cesar. El capital de conocimiento en guerra 
de guerrillas, los combatientes y los cuadros formados durante dos décadas fue 
canalizado entonces hacia una nueva fase estratégica.16 Si en un principio los 
                                                           
14 El término contrarreforma agraria ha sido citado en numerosos textos, pero sin duda la 
investigación más seria sobre la apropiación de tierras por parte de narcotraficantes es la realizada 
por Reyes. Alejandro Reyes. Compra de tierras por narcotraficantes. En Drogas ilícitas en Colombia. 
Su impacto económico, político y social. Editado por Ariel, PNUD y DNE. 1997. Pp. 279 – 346. 
15 Departamento de Planeación Nacional, Justicia y Desarrollo 1994. Las cifras de impunidad 
disponibles en Colombia son debatidas en el artículo Impunidad penal: mitos y realidades de Elvira 
María Restrepo y Mariana Martínez Cuéllar (Documento CEDE 2004-24). Sin embargo, en el propio 
artículo se puede inferir que la impunidad medida como delitos ocurridos sobre delitos resueltos con 
culpables condenados y encarcelados se halla en niveles exageradamente altos. 
16 Alfredo Rangel, (1999). Colombia: Guerra en el Fin de Siglo, Tercer Mundo Editores, Bogotá. Marco 
Palacios, ‘La Solución Política al Conflicto Armado, 1982-1997’. En El Siglo Pasado. Colombia: 
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grupos guerrilleros se asentaron en las regiones rurales, pobres y sin presencia de 
Estado, a partir de los ochenta se expandieron hacia regiones más ricas, donde a 
través del terror, la extorsión y el secuestro comenzaron a extraer tributos a la 
producción económica. Adicionalmente, empezaron a copar importantes espacios de 
poder en lo local. Crearon bases de apoyo social en la población marginada al 
apropiarse de las funciones de Estado. Administraban justicia, resolvían disputas de 
propiedad y organizaban a la comunidad. Incluso, cuando se reglamentó la elección 
de alcaldes en los municipios, hicieron elegir candidatos propios o aliados. Se 
configuró así un nuevo mapa político de Colombia con mayor control territorial de la 
guerrilla. 

Si en el sur del país el narcotráfico y la guerrilla mantenían una alianza basada 
en la protección de los laboratorios de droga, en el norte y occidente prevalecía una 
guerra a muerte por el control de los nuevos latifundios adquiridos por los narcos.17 
En los albores de esa guerra, los narcotraficantes se asociaron con los capitalistas 
rurales, y en alianza con las fuerzas armadas formaron los grupos paramilitares en la 
primera mitad de los ochenta.18 A pesar que la mayoría eran empresarios honestos, 
los grandes y medianos hacendados, los comerciantes, políticos tradicionales y 
demás clase pudiente optaron por financiar grupos armados ilegales porque habían 
sido las principales víctimas de la expansión guerrillera.  Muchos de ellos sufrieron 
en carne propia de secuestros y extorsiones sistemáticas, y en ocasiones tuvieron 
que abandonar sus tierras y lugares de origen por la imposibilidad de disponer de 
algún tipo de protección. Estos primeros paramilitares funcionaban como grupos 
armados que garantizaban la seguridad de los miembros de las nuevas élites rurales 
conformadas en el proceso de contra-reforma agraria, como lo describe Camacho: 

 
En zonas del interior de la frontera agrícola, los procesos de adquisición de tierra por los 
narcotraficantes se traducen no sólo en el mejoramiento objetivo de algunas haciendas 
ganaderas en las que introducen nuevas variedades de insumos y productos, sino en la 
modificación de los patrones de dominación local. Los nuevos terratenientes son desde 
luego menos escrupulosos que los viejos propietarios, y no tienen reparos en organizar 
bandas armadas contra la Insurgencia, sus supuestos simpatizantes o quienes son 
definidos como delincuentes, a los que es preciso exterminar. No pocos ciudadanos 
aceptan esta modalidad de poder y justicia local, en la medida en que así se pretende 
lograr una cierta tranquilidad local.19  

 
La estrategia inicial de estos grupos estuvo enfocada a complementar la acción 

del ejército, eran los encargados de realizar los trabajos sucios como amenazas, 
torturas y desapariciones. Existía una relación de relativa subordinación de las 
facciones paramilitares a los miembros de la fuerza pública y a la clase política 
                                                                                                                                                                                     
Economía, Política  y Sociedad, compilación de Rafael Pardo. Tercer Mundo Editores, Bogotá, 2001, 
Pp. 491-536. 
17 Rangel. Op. Cit. 
18 Tradicionalmente se señala el inicio de los grupos paramilitares en 1982 con la conformación del 
movimiento MAS (Muerte a Secuestradores), como respuesta al secuestro de una hermana del Clan 
de los Ochoa. 
19Álvaro Camacho Guisado, “Narcotrafico, Coyuntura y Crisis: Sugerencias Para un Debate.” En El 
Siglo Pasado. Colombia: Economía, Política y Sociedad, por Rafael Pardo (Compilador), Red 
Multibanca Colpatria, CEREC, Bogotá, Colombia, (2001), Pp 537-554.  Esta Pp-541. 
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tradicional. Por lo que su difusión espacial estaba condicionada y supeditada a la 
presencia del ejército y de intereses de las élites capitalistas y narcotraficantes del 
campo. 

 
La Constitución de 1991: descentralización y apertura económica. 

 
A principios de los años noventa el país se embarcó en una serie de 
transformaciones estructurales en lo político y lo económico. Hasta 1988 los Alcaldes 
de los municipios y ciudades de Colombia eran nombrados por la rama ejecutiva, 
producto de un cálculo milimétrico de la participación de las distintas fuerzas 
políticas en las votaciones presidenciales. A partir de esa fecha el sistema político 
entró en un proceso de descentralización. Primero se estableció la elección popular 
de alcaldes y gobernadores para los municipios y departamentos. Después, con la 
Constitución de 1991 se profundizaron las competencias y el poder político de las 
regiones, al delegarles la ejecución del gasto social a través de transferencias que 
representan en promedio el 8% del PIB.  

Las estadísticas sociales del país mejoraron significativamente, pero se hizo 
mediante un aumento dramático de los costos de atención. Una década después de 
su implementación, era evidente que el esquema de descentralización en Colombia 
no contaba con mecanismos de control adecuados y el gasto público desbordaba la 
capacidad financiera del estado. El déficit fiscal pasó de 0.89% del PIB en 1990 a 
5.72% en 1999. Ante la falta de incentivos y sistemas de información para garantizar 
una ejecución eficiente del gasto social, muchos mandatarios locales desviaron 
recursos a la financiación de sus campañas políticas y/o a su fortuna personal. 
Incluso, en municipios con bajo desarrollo institucional los recursos se 
desperdiciaban por pura incompetencia administrativa. 

Los cambios en el sistema democrático afectaron la unidad y la disciplina de 
los dos partidos tradicionales. La circunscripción nacional para el Senado, el uso de 
votación residual para llegar a los cuerpos legislativos y la municipalización de la 
democracia, favorecieron a actores políticos locales que ahora no necesitaban 
someterse a un partido para acceder a puestos públicos. Con un capital limitado de 
votos podían manejar los recursos transferidos del gobierno central a los municipios 
e imponer una agenda legislativa independiente en los cuerpos colegiados de la 
nación. Se “quebró la red de lealtades y los viejos caciques electorales comenzaron 
a observar cómo crecía la rebelión a su alrededor. El “bolígrafo” o cualquier otro 
mecanismo utilizado en el pasado para la confección de las listas perecieron en el 
camino, siendo sustituidos por una clase política que se autoproclama a sí misma y 
accede a los cargos de representación política por sus propios medios”.20

Las estructuras políticas se fragmentaron y los grandes electores de los 
partidos tradicionales fueron suplantados por una variedad de ‘microempresas 
electorales’. Las nuevas fuerzas políticas agudizaron la atomización del uso de 
mecanismos clientelistas de articulación del poder. Gran parte del incremento de los 
costos en la prestación de servicios sociales se originó por el abuso en las 

                                                           
20 Eduardo Pizarro Leongómez. La Atomización Partidista en Colombia: el Fenómeno de las Micro-
empresas Electorales. Working Paper #292 – January 2002. Pp. 15. 
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comisiones y en la desnaturalización de los bienes ofrecidos en un sistema 
clientelista atomizado. En ese contexto, los grupos al margen de la ley tenían todas 
las ventajas dadas para montar sus propias redes clientelistas, lo que se denominó 
como Clientelismo Armado. A través de amenazas, las guerrillas y los paramilitares 
expulsaron a los agentes políticos que no se sometieron a su orden. Luego hicieron 
elegir a sus propios candidatos o se aliaron con políticos tradicionales para ocupar 
los cargos públicos de los municipios con sus redes de simpatizantes. La Federación 
de Municipios se quejaba que a finales de mayo de 2002 las FARC habían obligado 
a los alcaldes y concejales de 420 municipios a abandonar sus puestos.21

El sistema político impuesto a partir de la Constitución de 1991, en particular el 
rediseño institucional de la descentralización y el esquema de residuo electoral para 
llegar al Congreso, trajo numerosas ventajas para guerrillas y paramilitares, que 
dispusieron de mayor representación política en los cargos públicos y de nuevos 
recursos para la guerra. Las comisiones por el manejo de las transferencias pasaron 
a financiar su capacidad militar. Y en ocasiones, por el interés de expandir su base 
social, obligaron a los funcionarios a realizar una administración más eficiente de los 
recursos del estado. Las comunidades identificaron la apropiación violenta de la 
gestión pública con mejoras en los servicios que debía proveer el Estado, en 
particular la justicia y la seguridad. Lo que agravó aun más la capacidad del gobierno 
de controlar territorios. 

De manera simultánea a las reformas políticas, se fraguaron cambios 
significativos en la estructura de la economía. El proceso de apertura liberó las 
restricciones arancelarias como una estrategia para dinamizar el sector productivo 
de Colombia a través de una participación más activa en los mercados 
internacionales. El cambio de un modelo de sustitución de importaciones a una 
visión de desarrollo basada en la construcción de un sector exportador fuerte, tenía 
su lógica en las transformaciones que acontecían en el sistema económico mundial 
– la globalización del comercio-, los costos por la ineficiencia productiva del 
proteccionismo y en el agotamiento de las posibilidades de crecimiento a partir de 
los mercados internos. Independientemente de lo positivo o negativo que haya sido 
la apertura para el desempeño económico del país, se dieron alteraciones en 
determinados sectores que tendrían su respectiva incidencia en el conflicto y en la 
distribución del poder político. 

La industria y la agricultura se vieron perjudicados por la competencia 
internacional. Su participación dentro del empleo nacional bajó de un 43% a un 
36.8% entre 1991 a 1997. El sector exportador creció levemente sin alcanzar a 
convertirse en un sector catalizador del crecimiento y fue la demanda interna la 
fuente del dinamismo económico desde 1991. Al mismo tiempo, la minería y el 
sector servicios se expandieron rápidamente. En particular este último sector, que 
emplea alrededor del 60% de la población. Los cambios sectoriales afectaron la 
distribución del poder económico entre y al interior de las áreas urbanas y rurales. 
Las ciudades fueron las grandes ganadoras porque concentraban la mayor parte de 
la demanda interna y del sector servicios. Gran parte de las élites regionales que 

                                                           
21 Publicado en EL Tiempo – Conflicto Armado. Alcaldes y concejales de 250 municipios de Colombia 
todavía gobiernan a distancia. Marzo 29 de 2003. 
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basaban su poder económico en los cultivos masivos se arruinó por la importación 
de alimentos subsidiados del primer mundo o a precios más competitivos de otros 
países en desarrollo. La estructura política del campo fundada en la proyección 
nacional del gremio-región sufriría un debilitamiento progresivo del que nunca se 
recuperaría. Ocampo (2004) describió los efectos de la apertura en la estructura 
sectorial de la economía: 

 
El elemento más importante de dicho proceso fue la redistribución masiva de ingresos 
entre la ciudad y el campo, de los cuales lo grandes ganadores fueron los sectores de 
más grandes ingresos de las zonas urbanas y los mayores perdedores, los sectores de 
mayores ingresos de las zonas rurales. El deterioro moderado del coeficiente de 
concentración del ingreso a nivel nacional a lo largo de la década fue, así, el resultado de 
tendencias opuestas en la ciudad y el campo. […] El deterioro distributivo no impidió que 
la pobreza se redujera en forma significativa en las zonas urbanas entre 1991 y 1997 – 
del 47.3% al 39.1%, de acuerdo con los datos del DNP-. Esta mejoría no tuvo, sin 
embargo, su correlato a nivel rural. Antes bien, como producto de la fuerte crisis agraria 
de estos años, la pobreza rural medida por ingresos aumentó.22

 
La escasa institucionalidad y desarrollo de las estructuras capitalistas en las 

sociedades agrarias se deshizo ante la magnitud de la crisis económica de los 
cultivos empresariales (en especial los sembrados transitorios: algodón, arroz, sorgo 
y maíz). Ese contexto de zozobra de las actividades productivas se agudizó por la 
expansión de guerrillas hacia las zonas integradas a los mercados agrícolas. 
Ganaderos, grandes cultivadores y terratenientes fueron sistemáticamente 
secuestrados y extorsionados. El valor de sus tierras se desplomó. La situación 
luego fue aprovechada por los grupos paramilitares para ofrecer sus servicios de 
protección. Las tierras volvieron a valorarse, pero la amenaza de expropiación de los 
excedentes de la producción agraria por los abusos de los paramilitares 
desincentivaron a muchos cultivadores, quienes prefirieron vender sus tierras a 
precios por debajo de su valor real. El caso del algodón en el Cesar analizado por 
Bernal (2004) relata los cambios acontecidos en la estructura de instituciones 
regionales luego de la crisis del cultivo: 

 
Esta gran crisis marcó el inicio del debilitamiento del entorno de instituciones que la 
sociedad vallenata había estado construyendo, particularmente alrededor de los 
derechos de propiedad. Comenzaron a desaparecer todos aquellos factores y actores 
que habían contribuido al fortalecimiento de nuevos derechos de propiedad en el Cesar. 
[...] El virtual asalto sobre las propiedades, los derechos de propiedad sobre la tierra y los 
bienes de los individuos por parte de la guerrilla y los paramilitares ha estado claramente 
orientado a servir sus propios intereses por encima de los intereses individuales de los 
demás ciudadanos. No ha sido un conflicto generado por la escasez de la tierra, sino por 
la codicia de los poseedores del aparato coercitivo.23

 
Así, a la crisis de autoridad que experimentaron las tradicionales élites 

regionales frente al poder de las armas, el dinero de la droga y el auge de las 
                                                           
22 José Antonio Ocampo, (2004). Entre las reformas y el conflicto. Economía y Política en Colombia. 
Grupo Editorial Norma, Bogotá. P-115. 
23 Fernando Bernal, (2004). Crisis algodonera y violencia en el departamento del Cesar. PNUD. Pp-
111. 
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‘microempresas electorales’, se sumó la crisis económica del campo. El camino al 
relevo de las élites rurales que controlaban los gremios de la producción agrícola de 
la mano del poder político regional, estaba dado. Y no sólo fueron suplantados por el 
poder de la guerrilla, los paramilitares, los narcotraficantes y los políticos 
profesionales, el papel de nuevas agencias institucionales diferentes al Estado 
influyó en el debilitamiento final de su ascendencia política sobre la sociedad. 

 
La apertura, la reforma del Estado después de la Constitución de 1991 y la violencia 
inicial llevaron a que  los gremios –regiones –sectores y los sindicatos dejaran de tener el 
monopolio de la sociedad civil. Ambos, al perder sus rentas-privilegios, disminuyeron su 
peso relativo en la estructura del poder. […] Nuevos actores, tales como las ONG, los 
medios de comunicación, las minorías étnicas y culturales, las organizaciones de medio 
ambiente, las organizaciones de los derechos humanos y aquellas que buscan la paz 
han irrumpido en el juego político, contribuyendo a modificar las políticas del Estado.24

 
En el nuevo contexto político de la Constitución de 1991, de la apertura 

económica y de los cambios en las relaciones internacionales propios de la 
globalización, sucedieron tres importantes transformaciones en la evolución del 
conflicto. En primer lugar, el éxito de la erradicación de cultivos de coca en Bolivia y 
Perú y la producción de variedades de hojas de coca adecuadas a las condiciones 
de los bosques tropicales de Colombia, hizo que el país se convirtiera en el principal 
productor mundial. Rocha estimó que “para 1998 los cultivos ilícitos habrían tenido 
una producción valorada en US$ 301 millones, equivalentes al 5.5% del PIB agrícola 
de las regiones productoras. Allí también habrían generado 57.000 empleos directos, 
es decir cerca del 6.7% del empleo agrícola”.25 En zonas de frontera agrícola y 
colonización, donde las guerrillas ejercen como estado, el porcentaje era aún mayor. 
En Putumayo, Guaviare y Vichada representaron el 45% del empleo agrícola. Para 
la guerrilla el fenómeno de campesinos sembradores de coca o cocaleros significó 
no solamente una nueva fuente de ingresos, sino una poderosa base social desde 
donde articular su lucha contra el Estado. Los paros campesinos de 1996 
auspiciados por las FARC mostraron que su fuerza social era capaz de inmovilizar 
tres departamentos.26

Las autodefensas también han reconocido en la base social de los cocaleros, 
un elemento de dominio indispensable para ampliar su poder regional. Aunque el 
telón de fondo de la guerra es la agudización del problema agrario en Colombia, 
entre ejércitos de narcotraficantes que concentran las mejores tierras27 y guerrillas 
                                                           
24 Edgar Revéiz (1997). Op. Cit. P-81. 
25 Ricardo Rocha, (1999). La economía colombiana tras 25 años de narcotráfico. UNDCP. Bogotá, 
Colombia. Pp. 33. 
26 Rangel. Op. Cit. 
27 Durante las últimas dos décadas las mejores tierras se han concentrado en pocos propietarios y en 
actividades de baja productividad. Bejarano et al. argumentan que: “las organizaciones de justicia 
privada creadas a nivel rural por estos nuevos propietarios con intereses en el sector agropecuario 
cumplen adicionalmente con la función de amparar la compra de las mejores tierras, que en este 
momento puede aproximarse a cuatro millones de hectáreas localizadas en 409 municipios. Esta 
superficie sería más o menos la mitad de la tierra que el país dedica a la actividad agrícola, que en 
total es de alrededor de ocho millones de hectáreas. El incremento de los niveles de concentración de 
la tierra en pocas manos ha ocasionado el desplazamiento de campesinos hacia la frontera agrícola y 

 16



que asumen los intereses de los campesinos expulsados fuera de la frontera 
agrícola, dentro de la estrategia de las autodefensas juega un papel importante la 
lealtad de los cocaleros, así sea instrumento del terror o de conveniencia. La 
matanza de la Gabarra de 34 campesinos raspachines por parte de las FARC, 
porque trabajaban en una hacienda cocalera de un jefe paramilitar, advierte la 
importancia que tiene para ambos bandos el control mediante la violencia y la 
disuasión económica de este campesinado pobre. En su autobiografía Mi confesión, 
Castaño relató cómo se apoderó de los sembrados de coca del sur de Bolívar: 

 
El ELN también perdió el control de la zona con esa rapidez, a raíz de la condonación de 
la deuda que tenían los campesinos con la guerrilla. Al llegar la Autodefensa, reuní a los 
cultivadores de coca de la región y les dije: “Por favor se organizan y por cada vereda se 
presenta un delegado para una reunión importante”. A la cita asistieron unos sesenta 
representantes. Según las cuentas les debían al ELN más de cinco mil millones de 
pesos. La guerrilla los había prestado para sembrar los cultivos ilícitos. En la zona 
obraba un comandante subversivo con el alias de “Gallego” al que conocían por “el 
gerente del Banco Agrario” Aproveché la situación y les dije a todos: “Señores, les dicen 
a todos los campesinos de la región que la deuda ha quedado condonada”. La gente 
hizo tremenda algarabía y festejó varios días. Entérese, que tampoco todo es color de 
rosa  y que el campesino no nos quiere porque sí.28  

 
Por su crecimiento y exclusión de los servicios básicos del Estado, los  

cocaleros y demás base social pobre que se gana la vida alrededor de la producción 
de narcóticos, pasó a constituirse un elemento importante para definir los resultados 
del conflicto. Dado que el Estado no puede encargarse de regular actividades 
criminales, que serían condenadas por la comunidad internacional, las 
oportunidades están servidas a facciones armadas del estilo de guerrillas y 
autodefensas. En adelante, contarían con una población que superaba el millón de 
habitantes ubicadas en la frontera agrícola del país en busca de un agente que haga 
las veces de Estado. Lo que equivalía a cuidar la seguridad de las comunidades, 
aplicar justicia, organizar los servicios básicos y evitar la especulación de los precios 
de la coca, a cambio del pago de un tributo periódico. 

El mejor ejemplo de la incapacidad del Estado para regular las transacciones y 
los proyectos colectivos de las sociedades cocaleras son las declaraciones de los 
propios miembros de las fuerzas armadas, que reclaman la acción de otras agencias 
al realizar operaciones de recuperación de territorios que fundamentan su existencia 
en la producción y comercio de la coca. El 7 de septiembre de 2002 en un artículo 
del periódico El Tiempo el comandante de la Brigada Móvil Número 7, Coronel Jairo 
Rodríguez Sarmiento, aseguraba que la recuperación de Miraflores, un municipio 
dominado por las FARC-EP, no se hacía por la falta de acción integral de otras 
agencias del estado. Él argumentaba: “si fuera por llegar a Miraflores, ya lo 
                                                                                                                                                                                     
las ciudades. Las tierras se han sobrevalorado, lo cual desestimula la entrada de empresarios 
agrícolas y ganaderos al mercado. Asimismo, se ha apuntalado la tendencia hacia la extensión de la 
ganadería en el país en detrimento de la agricultura y de los bosques”. Bejarano et. al, (1997) 
Colombia: Inseguridad, Violencia y Desempeño Económico en las Áreas Rurales, Fondo Financiero 
de Proyectos de Desarrollo –Fonade- y Universidad Externado de Colombia, Bogotá, p. 85. 
28 Mauricio Aranguren, (2001). Mi Confesión. Carlos Castaño Revela sus Secretos, Editorial Oveja 
Negra, Bogotá, Pp- 254. 
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habríamos hecho. El problema es permanecer allá y eso se debe hacer en conjunto 
con el Gobierno. Junto con la tropa deben llegar obras sociales e instituciones como 
la Defensoría, el ICBF, los jueces. Hay que retomar la confianza de la población 
civil”.29 En operaciones realizadas durante el primer semestre de 2004, el Ejército 
finalmente recuperó el dominio militar de Miraflores. Pero tal como lo advirtió el 
Coronel Rodríguez la recuperación del territorio fue incompleta en la medida que el 
resto del Estado no llegó. Lo más preocupante es que la población local, que 
depende exclusivamente de la coca, ha empezado a abandonar el municipio. El 9 de 
junio de 2004, El Tiempo tituló un reportaje con el encabezado “El ocaso de 
Miraflores”, donde narraba cómo con la llegada de las fuerzas militares a reprimir el 
negocio de la coca se había producido una quiebra económica general de la 
población, al punto de tramitarse una iniciativa legal para reducir la categoría de 
Miraflores a corregimiento. Y en un reportaje posterior (agosto 21 de 2004) titulado 
“Miraflores pasó de ser la opulenta capital mundial de la coca a un municipio que se 
muere de hambre”, los habitantes le solicitaron al gobierno que: “nos flete un avión 
para salir de aquí y nos haga un canje por la coca que tenemos enterrada. Si nos la 
compran o la canjean, la desenterramos.” 

En segundo lugar, la muerte de Pablo Escobar y la captura de los Rodríguez 
Orejuela causó el desmantelamiento de los grandes carteles de la droga. Los grupos 
dedicados al tráfico de drogas pasarían de una estructura organizada 
jerárquicamente a una estructura de redes atomizada, menos visible a la 
persecución de las autoridades pero más vulnerable a la violencia ejercida por 
grupos armados de izquierda o de derecha.30 Sus intereses políticos han cambiado 
de influir en las decisiones nacionales a integrarse en las redes violentas de poder 
local que, junto con la clandestinidad de células operativas fragmentadas, ofrece 
mayores ventajas de protección frente a las autoridades. De alguna manera, hasta 
cuando el Cartel de Cali mantuvo su vigencia como organización criminal, los 
narcotraficantes mediaron como terceros en la lucha a muerte que existía entre 
guerrilla y paramilitares. En adelante estarían subordinados a quien ejerciera el 
control territorial. 

De otro lado, el proceso de búsqueda y eliminación de Pablo Escobar auspició 
el establecimiento de estrechas alianzas entre miembros de la fuerza pública y 
narcotraficantes y cabecillas de grupos paramilitares. Los ‘pepes’ o ‘perseguidos por 
Pablo Escobar’ era un grupo heterogéneo de narcotraficantes que liderados por el 
paramilitar Fidel Castaño, se dieron a la tarea de colaborar con la persecución de la 
fuerza pública entregando inteligencia y asesinando sicarios, abogados, socios y 
testaferros del capo del Cartel de Medellín. Ante la amenaza que suponía el líder del 
Cartel de Medellín, la agencia antidroga de Estados Unidos (DEA) no reparó en que 
la Policía y el Ejército colombiano aceptarán la ayuda de reconocidos 

                                                           
29 El Tiempo - Conflicto Armado. Las FARC instituyeron un ‘paraestado’ en Miraflores (Guaviare). 
Bogotá, sábado 7 de septiembre de 2002. 
30 Andrés López y Álvaro Camacho Guizado. From smugglers to drug-lords to “traquetos”: changes in 
the Colombian illicit drugs organizations. Bajado de: http://www.nd.edu/~kellogg/pdfs/LopeCama.pdf. 
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narcotraficantes y criminales para dar de baja a Escobar.31 Con el tiempo, la ayuda 
se transformaría en vínculos que corromperían a muchos funcionarios encargados 
de perseguir a los señores de la guerra y las redes mafiosas. Muchos de ellos 
terminarían incluso haciendo parte de las filas de las autodefensas. 

En Colombia, a diferencia de México, donde el poder de los narcotraficantes 
está subordinado al poder de las élites políticas y económicas mediante cadenas 
verticales de mando, las alianzas entre delincuentes y miembros de las agencias de 
seguridad no presentan una estructura jerarquizada (Resa, 2001). La captura del 
cartel de Cali, junto a la explosión de denuncias por sobornos de los narcotraficantes 
a la clase dirigente conocida como el proceso 8000, agudizó el carácter 
desorganizado de la relación mafia y grupos de poder en los cuerpos de seguridad. 
A partir de ese momento las alianzas se dieron entre actores que coincidían en una 
zona, un operativo o un corredor geográfico determinado en la lucha contra un 
enemigo común (guerrilla y/o delincuentes menos organizados), al tiempo que se 
pactaba la renuncia a perseguir determinada criminalidad, básicamente narcotráfico 
y extorsión por protección, a través de sobornos a miembros de la fuerza pública. 
 
Los señores de la guerra. 
 
Y en tercer lugar, la transformación de los grupos paramilitares en ejércitos privados 
al servicio de señores de la guerra. Ahora no se trataba de grupos armados 
subordinados a las Fuerzas de Seguridad o al poder de narcotraficantes, eran 
ejércitos de combatientes con una doctrina, identidad simbólica (uniformes, escudos, 
himnos, etc.) y armamento de guerra, que garantizaban la primacia de sus jefes 
sobre el poder local. En el propio discurso de sus miembros se hace manifiesto el 
cambio, se hacen llamar autodefensas y niegan su carácter de paramilitares. En las 
escuelas de formación del Bloque Central Bolívar, por citar sólo un caso, le repetían 
a los nuevos reclutas en las clases de formación política: “Las autodefensas son un 
grupo político, militar, antisubversivo, al margen de la ley, anticomunista, 
antiterrorista que busca la paz del país. Las autodefensas no son paramilitares; ellos 
eran los de antes, los que hacían masacres y mataban gente inocente. Nosotros 
solo matamos guerrilleros”.32

Fue así que desde la supuesta muerte de Fidel Castaño en 1994, y la llegada 
al liderazgo de las ACCU33 de su hermano Carlos, los grupos paramilitares 
adquirieron su verdadera dimensión de propietarios del Estado en muchas ciudades 
pequeñas, municipios y zonas rurales del país. Su naturaleza de facciones armadas 
de los capitalistas rurales y narcotraficantes evolucionaría hacia ejércitos que 
imponen la seguridad, capturan los excedentes de la producción lícita e ilícita, 
administran la justicia y garantizan la supremacía de sus comandantes en lo local. 
Las élites rurales continuaron su proceso de transformación y ahora son los dueños 
                                                           
31 En el best seller Matar a Pablo Escobar agentes de la DEA en Colombia reconocieron haber 
‘vendido el alma al diablo’ al propiciar la alianza con paramilitares y narcos durante la operación que 
dio de baja a Escobar. Bowden, Mark. Matar a Pablo Escobar. Editorial INTEGRAL. 2002. 
32 Publicado en EL Tiempo – conflicto armado. Las Autodefensas Unidas de Colombia entregaron a 
13 menores de edad en Santander. Bogotá, diciembre 14 de 2002. 
33 Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá. 
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de los ejércitos quienes dominan el orden político, económico y social. De ningún 
modo la transformación de las élites del campo se trató de la evolución de unos 
mismos actores que previamente se hallaban en el tope de la estructura de poder. 
En la mayoría de los casos la figura de los señores de la guerra proviene del 
ascenso en la sociedad de personalidades de clases medias y bajas, expuestos al 
aprendizaje de prácticas criminales propias del narcotráfico o a procesos de 
movilización de grupos a partir de experiencias de proselitismo político. 

Las individualidades podían ser eliminadas, y de hecho lo siguen siendo por la 
misma dinámica violenta como mafiosos y señores de la guerra acceden y 
mantienen el control sobre los territorios. Pero detrás de cada asesinato y relevo de 
un gran jefe hay toda una cosecha de competidores con aspiraciones de arrebatar 
los espacios de poder. La desaparición de Carlos Castaño probó que no bastaba ni 
el carisma ni el liderazgo para preservarse en el poder. Si se es superado en 
excedentes económicos y poder político la maquinaria de guerra se somete a los 
jefes más fuertes. Más aún, el asesinato de Miguel Arroyave demostró que a pesar 
de ser un jefe fuerte, con 5000 hombres y una fortuna personal incalculable, las 
circunstancias pueden atentar contra los individuos en un momento dado. 

La movilidad para ascender en la escala de poder es una de las características 
asociadas a las manifestaciones mafiosas. Gambetta sostiene que una de las 
causas de la aparición de la mafia Siciliana fue la oportunidad de movilidad social: 
“Las oportunidades de movilidad social deben ser consideradas como una tercera 
causa concomitante […] la evidencia sugiere que las zonas en el sur de Italia donde 
el crimen organizado ha prosperado tradicionalmente son aquellas que por 
diferentes razones la movilidad social era factible.”34 Hobsbawm en su clásico texto 
Rebeldes Primitivos señala que al igual que en la mafia Siciliana tras los motivos 
ideológicos de la Violencia clásica yacía un interés de ascenso en la escala de poder 
de actores tradicionalmente subordinados:  

 
En cierto modo desde luego se trata de una expresión de hambre de tierras, aunque se 
presente como campesinos conservadores asesinando y arrojando a los liberales de sus 
propiedades, o viceversa. Distintamente, en el curso de 15 años de anarquía, ha sido 
utilizada por una clase media rural ascendente (que por otra parte difícilmente hubiese 
encontrado forma de ascensión social en una sociedad casi feudal) para adquirir riqueza 
y poderío. Este aspecto de la Violencia se ha desarrollado en formas que recuerdan 
extraordinariamente a la Mafia siciliana, en especial en Caldas, el departamento 
productor de café por excelencia. Allí la réplica de los gabellotti sicilianos, los 
administradores de los fundos y los burgueses han llegado a establecer una 
organización formal para hacer chantaje a los propietarios y aterrorizar a los campesinos, 
la Cofradía de Mayordomos.35

 

                                                           
34 Gambetta, Diego (2000) ‘Mafia: The Price of Distrust’, En Gambetta, Diego (ed.) Trust: Making and 
Breaking Cooperative Relations, Departmento de Sociología, Universidad de Oxford, capítulo 10, pp. 
158-175. Pp. 164. Traducción de: “The opportunities for social mobility should be considered as a third 
concomitant cause. […] evidence suggests that the areas in southern Italy where organized crime has 
traditionally evolved are those where for different reasons social mobility was feasible.” 
35Eric J. Hobsbawm, (2001). Rebeldes Primitivos. Estudio sobre las formas arcaicas de los 
movimientos sociales en los siglos XIX y XX. Libros de historia. Barcelona, España. Crítica. P-235. 
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